ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66170 31 04 001 2019 00027 01

ACCIONANTE: COYTEX S.A.S. VS. UGPP

ASUNTO: REVOCA - CONCEDE 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ÍDEM / PUEDE HACERSE POR CORREO ELECTRÓNICO SI EL INTERESADO LO AUTORIZA / VULNERA DEL CITADO DERECHO FUNDAMENTAL HACERLO A UN CORREO ERRADO.
La Corte Constitucional ha señalado que el  debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley. (…)
… la inconformidad del apoderado de COYTEX S.A.S. radica en el trámite cumplido con el propósito de notificarle el acto administrativo por medio del cual la UGPP sancionó a dicha entidad por no suministrar la información solicitada dentro del plazo establecido, en el entendido de que tal decisión fue enviada al correo electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com, el cual no pertenece a  la empresa.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos… Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. (…)  La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera”. (…)
… la Sala concluye la indebida notificación de la Resolución No.2018-20458 del 17 de julio de 2018 (Fls. 89-92), la cual fue enviada al electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com (Fl. 93), sin que la UGPP hubiera explicado en la respuesta a la demanda de tutela porqué utilizó dicha dirección, a sabiendas que en el escrito por medio del cual el apoderado judicial de COYTEX presentó descargos había informado los datos de notificación entre ellos el correo electrónico notificaciones@gjs.com.co (Fl. 36).  Además, hay que advertir que antes de que el abogado de la parte actora indicara que su correo para notificaciones era notificaciones@gjs.com.co, la empresa COYTEX en el certificado de existencia y representación registró la dirección paula.pineda@coytex.com.co (Fls. 45 y 49).  Adicional a ello, en las diferentes respuestas emitidas por la UGPP y enviadas empresa COYTEX SAS, se observa que en los datos del destinatario la UGPP consignaba allí el correo electrónico Sandra.ocampo@coytex.com.co (Fls. 63, y 65) o la dirección electrónica  Claudia.acevedo@coytex.com.co (Fl.64).
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el abogado Hugo Andrés Saraza, apoderado judicial del señor Diego Pineda Jiménez, representante legal de la COYTEX S.A.S. frente al fallo emitido el 26 de febrero de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de la Unidad de Gestión en Pensión y Parafiscales UGPP.
2. ANTECEDENTES 

2.1. Manifestó el apoderado judicial del representante legal de la empresa COYTEX S.A.S. que el 7 de diciembre de 2017 la Unidad de Gestión en Pensiones y Parafiscales UGPP profirió el pliego de cargos No. RPC-2017-00467, dentro del expediente 20151520058010825 (ANTES 4765S), el cual se notificó a la empresa que representa.

El 9 de marzo de 2018, encontrándose dentro del término oportuno para el efecto, se presentaron los descargos frente a la providencia antes referida, así como se aportaron todas las pruebas con las cuales se acreditaba el cumplimiento de las obligaciones por parte de la empresa.

Desde la presentación de los descargos y hasta la fecha no se ha recibido en las instalaciones de Coytex SAS ni en su oficina, comunicación por parte de la UGPP a través de ningún canal, ya sea escrito, electrónico, u otro, en donde se resuelva sobre los descargos presentados.

En diferentes oportunidades se consultó la página web de la UGPP, en el usuario de la empresa, a fin de constatar notificaciones de providencias u acto administrativo mediante los cuales se resolvieran  los descargos presentados, pero hasta la fecha allí solo figuran los recursos y solicitudes radicados por ellos.

En el escrito de descargos radicado ante la entidad, en el acápite de notificaciones, se señaló como correo electrónico el notificaciones@gjs.com.co, mismo que se encuentra igualmente registrado como correo oficial de la empresa en el respectivo certificado de existencia y representación legal.

El 13 de diciembre de 2018, se recibió al correo electrónico notificaciones@gis.com.co  un mensaje de servicio.cliente@ugpp.gov.co , en el cual se informó sobre la remisión a la Subdirección de Cobranzas de dicha entidad, de una obligación en proceso de cobro persuasivo, sin discriminarse o si quiera detallarse de qué trámite o expediente se trataba.

En atención el mensaje recibido, el apoderado del actor se comunicó directamente a la línea telefónica indicada por dicha entidad, en donde fue atendido por el señor Freddy Motta quien le informó que la Subdirección de Cobranzas de la UGPP iba a ejecutar la sanción impuesta a Coytex SAS, mediante Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018.

La Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018, no fue notificada por ningún medio ni a la empresa ni al suscrito, inclusive se desconoce el contenido de dicha providencia, pues el funcionario de la Subdirección de Cobranza manifestó la imposibilidad de remitir copia sin solicitud escrita en ese sentido
Fue informado que la resolución antes citada fue notificada al correo electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com cuenta de correo que nada tiene que ver con la que se describió al momento de presentar los descargos y tampoco a las direcciones registradas por Coytex S.A.S. en su certificado de existencia y representación legal.

Teniendo en cuenta lo informado por el funcionario de la entidad, así como la negativa de éste de registrar en el sistema la inconsistencia en la notificación de la providencia, a fin de que la entidad procediera a corregir el error en que incurrió, y ante el desconocimiento de lo resuelto en la Resolución 2018-02458 del 16 de julio de 2018, el 19 de diciembre de 2018 se radicó ante la UGPP solicitud de nulidad del acto de notificación de la Resolución referida, pidiendo que se realizara la notificación al él como apoderado o a la empresa en debida forma y se les corriera el término para interponer los recursos procedentes contra dicha decisión.

El 3 de enero del 2019, la Unidad de Gestión en Pensiones Parafiscales a través del correo electrónico suyo, se pronunció frente a tal solicitud informando que no resolvería la misma, dado que no se había radicado  dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación del acto (2018-02458 del 16 de julio de 2018).

En esa oportunidad la entidad ni siquiera se refirió a los argumentos y jurisprudencia relativos a que los errores pueden subsanarse de oficio por la administración, lo que carece de toda lógica, pues es imposible pronunciarse o presentarse un recurso frente a una decisión de la administración (UGPP), cuando la misma no ha sido notificada a las partes (que es precisamente lo que genera la nulidad), y por ende, jamás ha corrido el término para interponer recursos.
La omisión total de notificación de la Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018 vulnera los derechos de defensa y debido proceso de su mandante, puesto que se le impide ejercer su derecho a interponer los recursos pertinentes, y como consecuencia, quedaría en firme el acto definitivo mediante el cual se impone la sanción pecuniaria.

A pesar de que la UGPP sugiere en su respuesta del 3 de enero de 2019 acudir a la solicitud de revocatoria directa contra la Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018, ello no cambia el hecho de que el acto administrativo es actualmente ejecutable y que se encuentra en proceso de cobro persuasivo, a punto de decretarse medidas cautelares en contra de la empresa para garantizar el pago de la sanción, lo que perjudicaría gravemente a la sociedad pues tiene sus propias obligaciones para cancelar, además de que su prestigio y buen nombre se estaría afectando de presentar anotaciones financieras como consecuencia de embargos.

Consideró que la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho no es un medio ordinario eficaz, debido a que la ausencia de notificación del acto en mención impide la determinación de la caducidad de la acción, y en todo caso allí lo que se discutiría es la legalidad o contenido de fondo del acto en sí, es decir, de la sanción impuesta, y lo que está vulnerando el derecho al debido proceso de su mandante es la privación a ejercer el derecho a su defensa, al no poder interponer los recursos procedentes.

Como el señor Motta funcionario de oficina de Cobro Coactivo de la UGPP, telefónicamente le manifestó que dejaría la anotación en el sistema de no dar continuidad con el trámite de cobro hasta tanto se presentara y se resolviera la petición de nulidad, procedió a comunicarse nuevamente vía telefónica con la UGPP para obtener el soporte respectivo, pero en esa oportunidad se le informó que el trámite fue archivado y que de requerir la providencia en donde se constate la veracidad de esto, debía radicarse solicitud en tal sentido.  Por lo tanto, radicó ante la UGPP la petición respectiva y el 8 de febrero de 2019 recibió respuesta al correo h.saraza@gjs.com.co en donde se afirma que el trámite no se encuentra archivado, y que la única acción procedente en la actualidad es cancelar el valor correspondiente a la sanción impuesta por la entidad.

Reiteró que el actuar de la UGPP es completamente violatorio del derecho de defensa de la sociedad que representa, pues no solo incurre en el error al notificar la providencia citada, cuando la envía a otro correo electrónico no aportado por las partes (empresa fiscalizada y apoderado judicial), ni reportado en los certificados de existencia y representación legal de COYTEX, sino también al no corregir su yerro pese a tener conocimiento del mismo, siendo aún  más grave aún que la UGPP solamente utilice su plataforma para presentar y radicar las peticiones por parte de las personas fiscalizadas (naturales, jurídicas y demás), pero a través de ésta y previendo los errores en que pueda incurrir no suba o cargue las providencias proferidas por éstos, para ser consultados por el usuario que se encuentra siendo fiscalizado.

En el acápite de pretensiones relacionó las siguientes: i) tutelar el derecho al debido proceso, artículo 29 C.N., de COYTEX SAS, vulnerado por la omisión absoluta de notificación de la Resolución No.2018-02458 del 16 de julio de 2018 y ii) ordenar a la UGPP que profiera un acto administrativo en el que se corrija el yerro en que incurrió y por ende, se ordene notificar la Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018 a COYTEX SAS, de manera directa o por medio su apoderado y se corra el traslado de ley para interponer los recursos.   Igualmente, solicitó que se decretara una medida provisional  tendiente a que la UGPP suspendiera de inmediato cualquier orden de embargo que se encontrara en curso  (Fls. 1-10).
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 11-71).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA DE LA UGPP
3.1. Hizo referencia a lo dispuesto en la Ley 1151 de 2007, el Decreto 169 de 2008, y la Ley 1450 de 2011 y demás disposiciones legales y reglamentarias que desarrollan el conjunto de facultades de la UGPP, la cual tiene a su cargo la de realizar gestiones para la consolidación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección social. 

Explicó que la Subdirección de Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales, mediante requerimiento de información No.20146200607991 del 11/03/2014, solicitó al “APORTANTE” la información y los documentos relacionados a continuación, correspondientes a los períodos 01/01/2011 al 31/12/2013, para lo cual le otorgó un término de quince (15) días calendario, contados a partir del día siguiente a la notificación del mismo. Dicho requerimiento fue notificado por correo certificado del 14/03/2014, como consta en la guía 4/72 No. RN148490371CO, por lo que el término para dar respuesta de manera oportuna vencía el día 31/03/2014 (anexa copia de la guía). El aportante, mediante radicado No. 20147360745442 del 26/03/2014, solicitó prórroga para enviar la información, la cual fue concedida mediante el oficio No.20146201144571 del 03/04/2014, otorgándole un plazo adicional de quince (15) días calendario, los cuales vencieron el día 15/04/2014. 
Posteriormente, mediante radicado No. 20145140883272 del 08/04/2014, solicitó una segunda prórroga para enviar la información, la cual fue concedida mediante oficio No.20146201626721 del 25/04/2014, otorgándole un plazo adicional de quince (15) días calendario, los cuales vencieron el día 30/04/2014, otorgándose un plazo adicional de quince (15) días calendario, los cuales vencieron el día 15/05/2014; y finalmente mediante el oficio No.20146202149011 del 26/05/2014 se concede nuevo plazo adicional de quince (15) días calendario, los cuales vencieron el día 30/05/2014. Informó que CO&TEX entregó de manera parcial información dentro del término concedido mediante el radicado 2014/220943452 del 11/04/2014.  Posteriormente, completó la información necesaria para continuar el proceso de fiscalización, por fuera del plazo establecido para ello, mediante los siguientes radicados No. 20147221461902
 del 03/06/2014 y el No.201670010166752 del 21/01/2016. Explicó que el no suministro dentro del plazo establecido de la información solicitada por la UGPP configura el presunto incumplimiento por parte del APORTANTE, según lo establecido en el numeral 3º del artículo 179 de la Ley 1607 de 2012, por lo que se propuso la sanción, la que fue calculada desde el día siguiente a la fecha del vencimiento para entregar la información hasta la fecha de entrega de la totalidad de la información así:

Requerimiento de información: 20146200607991

Fecha de notificación del requerimiento de información: 14/03/2014

Fecha de vencimiento del término para entregar la información: 30/05/2014 

Fecha de entrega definitiva de la información: 21/01/2016
Días de retraso en el suministro de la información: 601

Valor 5 UVT (S) $137.425

Sanción calculada (S)  $82.592.425 
Anexó copia de la guía RN876970015CO de notificación del pliego de cargos.

Dentro del término de tres (3) meses previsto en el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014, el aportante dio respuesta al pliego de cargos, manifestando sus motivos de inconformidad, y la UGPP insistió recordando al APORTANTE la información que estaba pendiente de ser aportada, es así, como prueba de lo anterior obran las Liquidaciones Parciales radicadas bajos los Nos.20146203955261 del 24/07/2014 y 201515200852171 del 08/12/2015.

Mediante Resolución No. RDO-2018-02458 del 16 de julio de 2018 se profirió resolución sancionatoria por no suministrar la Información solicitada dentro del plazo establecido.

Concluyó que contrario a lo manifestado por el accionante, la UGPP ha respetado el debido proceso, el derecho a la defensa y a la administración a la justicia, alegados en la acción de tutela, ya que los actos administrativos objeto de esta acción fueron notificados en debida forma, en virtud del contenido del artículo 565 a 568 del Estatuto Tributario.

Consideró que la acción de tutela no es un mecanismo para desplazar la competencia de los jueces por la falta de diligencia de los contribuyentes, sus representantes o apoderados al no hacer uso oportuno de las acciones ordinarias, o de los recursos durante la actuación administrativa, y reiteró que el requerimiento de información, el pliego de cargos y la Resolución sanción fueron notificadas en la dirección RUT registrada por el accionante, actos en
los cuales se indicó el recurso procedente, los términos y los requisitos para interponerlo y el actor no cumplió con los mismos, por lo que acudir a la acción de tutela resulta improcedente.

Explicó que la UGPP no transgredió el principio de confianza legítima, toda vez que lo que se buscaba era instarlo para que corrigiera su conducta, según las facultades de la entidad para el cobro de las contribuciones parafiscales, conforme a lo dispuesto al artículo 178 de la Ley 1607 de 2012 le confirió las facultades así:

Aclaró que las notificaciones de los actos administrativos proferidos por la UGPP se realizaron en virtud del contenido de los artículos 565 y 568 del Estatuto Tributario. El Artículo 563 del Estatuto Tributario, solo aplicaría en caso de que el contribuyente hubiera informado una nueva dirección o no hubiese informado ninguna, situación que no sucedió en el presente caso, toda vez que la Ley obliga a la administración a ubicar al contribuyente en caso de que no hubiere informado una dirección a la Administración tributaria.
El artículo 568 del E.T es claro al resaltar que las actuaciones que la administración envíe por correo y que POR CUALQUIER RAZÓN SEAN DEVUELTAS serán notificadas mediante aviso, por tanto la notificación de los actos administrativos proferidos por la UGPP se encuentra ajustada a Derecho de acuerdo con la Ley Especial que rige el procedimiento de notificaciones para mi representada  y la  Ley 1819 de 2016 en su artículo 312 dispone que la UGPP podrá notificar electrónicamente los actos administrativos solo si el aportante solicita expresamente ser notificado a su dirección de correo.

Señaló que el accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial como lo es la nulidad del acto administrativo particular, según lo contemplado en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011.  Por lo tanto, solicitó que se decretara la improcedencia de la acción de tutela (Fls. 74-84).
Allegó copia de los documentos referidos (Fls. 85-99).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 26 de febrero de 2019, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas negó por improcedente la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial de la empresa COYTEX S.A.S., ante la existencia de otro mecanismo de defensa de los derechos fundamentales invocados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y por la falta de acreditación de un perjuicio irremediable (Fls. 100-104).

El fallo fue notificado al abogado del actor al correo electrónico notificaciones@gjs.com.co  el 28 de febrero de 2019 (Fl.105)
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
El 4 de marzo de 2019, el apoderado judicial de COYTEX S.A.S.,  allegó un escrito mediante el cual señaló que no está de acuerdo con el fallo, según los siguientes argumentos:

· Lo discutido no es el contenido de fondo de la Resolución 2018-02458, sino exclusivamente el hecho de que no han sido notificado hasta la fecha del mismo, del que ni si quiera se conoce lo resuelto, por lo que se pregunta “Cómo entonces podríamos estar acudiendo a la tutela para discutir su contenido de fondo, omitiendo la vía contencioso administrativa? Es por ello que no pretenden que por vía de tutela se declare la nulidad del acto, sino de la notificación que efectuaron del mismo a una persona que no hace parte del trámite administrativo, como lo fue, quien quiera que sea la propietaria de la dirección de correo electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com,  tal como se puede constatar en los anexos de la contestación presentada por la UGPP, específicamente en el oficio del 17 de julio de 2018 y su certificación de acuse de recibido, cuenta de correo que nada tiene que ver con este apoderado ni con la sociedad fiscalizada.

· Consideró que la A quo no se percató de que la dirección de correo electrónico, la que aportó como lugar de notificaciones y que consta en el  certificado de existencia y representación legal, es notificaciones@gjs.com y a esta dirección no se remitió aviso alguno para la notificación de la Resolución 2018-02458. Entonces, no se comprende porqué insiste la entidad accionada en que sí notificó por correo electrónico, y más aún, porqué la juez de primer grado lo confirma en su sentencia cuando es notorio que no fue así.

· Insistió que lo que se busca es salvaguardar el derecho de defensa y contradicción de la sociedad que representa, la que no pudo controvertir lo resuelto por la UGPP en la Resolución 2018-02458 ya que nunca le fue notificado ese acto y, por lo tanto, se le privó de la posibilidad de interponer el recurso de reconsideración del cual era susceptible.
· Explicó que por lo anterior, no tienen la oportunidad de presentar demanda de nulidad y restablecimiento del Derecho, adicional a lo cual es ilógico que se les diga que pueden demandar un acto frente al cual no tienen el más mínimo conocimiento de su contenido y motivación, porque, insiste,  no  ha sido notificado.

· Concluyó que sí existe una vulneración al derecho de defensa y contradicción de su mandante, no por haberle impuesto sanción, sino porque pretenden ejecutar la misma sin haber notificado el acto administrativo respectivo y por ende, sin permitir interponer los recursos procedentes.

· Adujo que no es cierto que se tenga una vía ordinaria idónea, al no poder demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa un acto que no ha sido notificado, y si quisiera hacerlo,  estarían por fuera del término de caducidad porque sería contado desde la notificación realizada a un tercero.  De tal manera, que existe un perjuicio irremediable, porque de no concederse la acción de tutela, se va a permitir a la UGPP ejecutar por vía coactiva un acto administrativo que no fue notificado nunca, privándolos de las posibilidades de interponer recurso de reconsideración, y posteriormente y/o demandar la nulidad del mismo.
· Al negarse la tutela se estaría cohonestando la posición soberbia que ha asumido la UGPP frente al tema, entidad que a pesar de haberle informado por diversos medios, incluso por medio de esta tutela, que remitió la notificación a un remitente que desconocen por completo y que no tiene relación con éste trámite, se ha negado sin explicación alguna a realizar un acto tan sencillo pero a la vez tan fundamental en un estado de constitucional de derecho, como lo es corregir su propio error, mediante la realización de una notificación omitida para que Coytex SAS tenga la oportunidad de contradecir el acto que la sanciona.

Solicitó que se revoque la sentencia proferida el 26 de Febrero de 2019 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, disponga las órdenes necesarias para que se tutelen los derechos conculcados a la sociedad COYTEX SAS. y en consecuencia, se ordene a la UGPP que proceda a proferir un acto administrativo en donde corrija el yerro en que incurrió, y por ende, se ordene notificar la resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018 a la entidad que representa directamente o por intermedio del suscrito, y se corra el traslado de ley para interponer los recursos procedentes.

Solicitó una medida provisional para que se ordene a la UGPP suspender cualquier orden de embargo que actualmente haya emitido, ante lo evidente de la vulneración de derechos y para evitar un perjuicio mayor a la Empresa, que con cerca de 40 años de trayectoria y más de 2000 trabajadores en nómina permanente, no representa riesgo de no pagar la sanción impuesta cuando se encuentre en firme, ya que el embargo sorpresivo de alguna de sus cuentas podría causarle perjuicios multimillonarios, dada la magnitud de su operación diaria (Fls. 107-108). 

6.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. y el Decreto 1987 de 2017.

6.2. Con respecto a los derechos fundamentales invocados a favor de la empresa COYTEX S.A.S., es preciso tener en cuenta que las personas jurídicas son sujetos de derechos y deberes, por lo que pueden acudir a la acción de tutela para la protección de sus prerrogativas constitucionales cuando las considere amenazados o vulnerados.  Por lo tanto, existe legitimación en la causa por activa, de conformidad con lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando reiteró que: “La persona jurídica es apta para la titularidad de derechos y deberes por su racionalidad y por su autonomía. La aptitud es la adecuada disposición para dar o recibir, para hacer o soportar algo, y la persona jurídica puede (tiene la dimensión jurídica de la facultad) y también debe (soporta el deber frente a sus miembros y frente a otras personas jurídicas o naturales); por tanto tiene adecuada disposición para que se le otorguen o reconozcan derechos y deberes....”. "...Este tipo de entidad al ser racional y autónoma es por sí (per se), no por otro, es decir, es  persona (personare), De alguna manera es substancial; y todo lo substancial  es un supuesto, y el  supuesto  es  sujeto, y si éste es racional y autónomo, sin duda alguna tiene que ser sujeto de derechos y deberes. Luego la persona jurídica es una entidad que se expresa jurídicamente como sujeto de derechos y deberes...". (Sentencia T-396 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa).

Así las cosas, existe legitimidad tanto por activa como por pasiva para actuar dentro del presente trámite constitucional.

6.3. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

Le corresponde a la Sala determinar si el fallo adoptado por la A quo fue acorde a los lineamientos legales y jurisprudenciales, o si por el contrario hay lugar a revocarla con fundamento en lo argumentado por el impugnante.

6.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.5. El principio de la subsidiariedad de la acción de tutela tampoco se cumple, si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 6º del decreto 2591 de 1991 numeral primero que indica que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos. En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  

6.6. La Corte Constitucional ha señalado que el  debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley.  En tal sentido, dicha Corporación en la Sentencia T-533 de 2014 en la que se reiteró lo siguiente:

“3.3.1. La Constitución, en el artículo 29, consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Como lo ha señalado esta Corporación, el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados.

De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley[12]. En este orden de ideas, por ejemplo, en la Sentencia C-980 de 2010[13], esta Corporación indicó que: “(…) Dentro de ese marco conceptual, la Corte se ha referido el debido proceso administrativo como ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…)”.

 Por esta razón, se ha considerado que se presenta una vulneración del citado derecho, cuando son desconocidas las disposiciones a las que ha de sujetarse el desenvolvimiento de la función administrativa. Precisamente, en la referida Sentencia C-980 de 2010, esta Corporación señaló que: “el debido proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.

3.3.2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política, resulta relevante mencionar que la función administrativa se adelantará con fundamento en ciertos principios, entre los cuales se halla el de la publicidad. Con el propósito de puntualizar su alcance, el artículo 3º de la Ley 1437 de 2011 (en adelante CPACA), lo contempla como el deber de las autoridades de dar a conocer al público y a los interesados sus actos, mediante las comunicaciones, publicaciones y notificaciones que ordene la ley.  Adicionalmente, el CPACA también categoriza al debido proceso como un principio, cuyo objeto es garantizar los derechos de defensa y contradicción de quienes se someten al desarrollo de una actuación administrativa[.
La armonización de ambos principios conduce a entender que existe a cargo de la Administración la obligación de dar a conocer sus actos y que, como consecuencia de ello, siempre que existan razones para discrepar de su contenido, los interesados pueden ejercer mecanismos de defensa con el fin de controvertirlos. A juicio de esta Sala, lo anterior explica la posibilidad de interponer recursos contra los actos administrativos definitivos, cuyo objeto es decidir  –directa o indirectamente– el fondo del asunto o hacer imposible la continuación de una actuación, pues a través de ellos se garantiza la contradicción de los administrados y se les brinda la oportunidad de cuestionar las decisiones que los afecten.

3.3.3. Por regla general, según lo dispone el artículo 74 del CPACA, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: “1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque; 2. El de apelación, para (sic) ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito (…) [y]; 3. El de queja, cuando se rechace el de apelación (…)”. En cambio, de conformidad con el artículo 75 del mismo Código: “No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa”.

Esta diferencia es crucial, pues –por regla general– los actos definitivos, para ser controvertibles ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, imponen como requisito previo para demandar, el agotamiento de los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. Así las cosas, el ordenamiento jurídico exige la impugnación de la actuación administrativa, con miras a que la propia Administración tenga la posibilidad de revisar la juridicidad o legalidad del acto, con el fin de que lo aclare, modifique o revoque.  (Subrayas nuestras)

6.7.  Debe advertirse que si bien la parte actora cuenta con otro mecanismos de defensa judicial para discutir las determinaciones administrativas controvertidas podían ser discutidas a través del «medio de control» de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 138, Inc. 2º, de la Ley 1437 de 2011 CPACA, como el apoderado judicial de COYTEX S.A.S. advirtió que la UGPP notificó el contenido de resolución sancionatoria No.2018-20458 del 17 de julio de 2018 a un correo electrónico inexistente, se hace necesario  evitar la configuración de un perjuicio irremediable y por lo tanto, se estudiará de fondo la presente demanda.
6.8 En el caso sub examine,  encuentra la Sala que la inconformidad del apoderado de COYTEX S.A.S. radica en el trámite cumplido con el propósito de notificarle el acto administrativo por medio del cual la UGPP sancionó a dicha entidad por no suministrar la información solicitada dentro del plazo establecido, en el entendido de que tal decisión fue enviada al correo electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com, el cual no pertenece a  la empresa.
El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. 

Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”

Y en consonancia con lo anterior la Corte Constitucional consideró que: 

“4.1.5. Con respecto a la notificación de las actuaciones administrativas, de carácter particular y concreto, el capítulo V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-, en el artículo 67 se establece que las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente, mediante la entrega al interesado, de la copia íntegra, auténtica y gratuita de acto administrativo. La notificación personal también se podrá realizar por medio electrónico en determinados casos y siempre que el interesado acepte ser notificado de esta manera, o por estrados. Asimismo, el artículo 68 del mismo Código, dispone que de no existir otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal y se establece que “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días”. De no hacerse la notificación personal al cabo de cinco días del envío de la notificación, se realizará por aviso que se remitirá igualmente al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil.” 
    

6.9 El artículo 565  del Estatuto Tributario establece la forma en que se debe surtir la notificación de las actuaciones dictadas al interior de los procesos de cobro coactivo. Así, dispone que debe intentarse la notificación personal y, de manera supletoria, la notificación por correo:

“Art. 565. Formas de notificación de las actuaciones de la administración de impuestos.
Los requerimientos, autos que ordenen inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, citaciones, resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones administrativas, deben notificarse de manera electrónica, personalmente o a través de la red oficial de correos o de cualquier servicio de mensajería especializada debidamente autorizada por la autoridad competente.
Las providencias que decidan recursos se notificaran personalmente, o por edicto si el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no compareciere dentro del término de los diez (10) días siguientes, contados a partir del día siguiente de la fecha de introducción al correo del aviso de citación. En este evento también procede la notificación electrónica.
El edicto de que trata el inciso anterior se fijará en lugar público del despacho respectivo por el término de diez (10) días y deberá contener la parte resolutiva del respectivo acto administrativo.
Par 1. La notificación por correo de las actuaciones de la administración, en materia tributaria, aduanera o cambiaria se practicará mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la última dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante en el Registro Unico Tributario - RUT. En estos eventos también procederá la notificación electrónica.

(…) Modificado. PAR 5. Lo dispuesto en este artículo aplica para la notificación de los actos administrativos expedidos por la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales UGPP.  (Subrayas propias)
6.10  Con base en las pruebas que obran dentro del expediente, sobre todo las que tienen que ver con el material allegado por la UGPP, se pudo establecer que la UGPP expidió la Resolución sancionatoria No.2018-20458 del 17 de julio de 2018 (Fls. 89-92), la cual fue notificada por correo electrónico a la dirección notificaciones@gomezcelisabogados.com (Fl. 93) y según el certificado de evidencia digital de “certimail” “acuse de recibo” aparece que hubiera sido entregado esa misma fecha a las 06:12:23 (Fl. 94).  Así mismo, para la Sala quedó acreditado que la UGPP había notificado al apoderado del accionante el requerimiento de información No.20146200607991 del 11/03/2014 por correo certificado del 14/03/2014, como consta en la guía 4/72 No. RN148490371CO (Fl 88).  El abogado de la parte actora allegó copia del mensaje del 13 de diciembre de 2018 procedente de la dirección servicio.cliente@ugpp.gov.co y enviado a los  correos electrónicos notificaciones@gis.com.co y a la dirección   notificaciones@gomezcelisabogaos.com, en el que en el que la UGPP informó sobre la remisión a la Subdirección de Cobranzas de dicha entidad, de una obligación en proceso de cobro persuasivo, en el que se le indicó que: “lo invitamos a que cancele dicha obligación cuanto antes o que suscriba un compromiso y de pago…”, sobre el expediente No.95024 (Fl 27).   Igualmente, el apoderado del actor allegó copia de la solicitud de nulidad del acto de notificación de la Resolución referida con fecha del 19 de diciembre de 2018 (Fls. 19-26),  lo que fue contestado desfavorablemente mediante oficio del 29 de diciembre de 2018, del que se desprende que en los datos del destinatario aparece el correo electrónico notificaciones@jgs.com.co (Fl. 16 A).

6.11  En ese orden, la Sala concluye la indebida notificación de la Resolución No.2018-20458 del 17 de julio de 2018 (Fls. 89-92), la cual fue enviada al electrónico notificaciones@gomezcelisabogados.com (Fl. 93), sin que la UGPP hubiera explicado en la respuesta a la demanda de tutela porqué utilizó dicha dirección, a sabiendas que en el escrito por medio del cual el apoderado judicial de COYTEX presentó descargos había informado los datos de notificación entre ellos el correo electrónico notificaciones@gjs.com.co (Fl. 36).  Además, hay que advertir que antes de que el abogado de la parte actora indicara que su correo para notificaciones era notificaciones@gjs.com.co, la empresa COYTEX en el certificado de existencia y representación registró la dirección paula.pineda@coytex.com.co (Fls. 45 y 49).  Adicional a ello, en las diferentes respuestas emitidas por la UGPP y enviadas empresa COYTEX SAS, se observa que en los datos del destinatario la UGPP consignaba allí el correo electrónico Sandra.ocampo@coytex.com.co (Fls. 63, y 65) o la dirección electrónica  Claudia.acevedo@coytex.com.co (Fl.64).
6.12  Así las cosas, no es posible inferir que la UGPP se hubiera equivocado de  correo electrónico ante las diferentes direcciones que en ese sentido ha reportado empresa COYTEX SAS durante el proceso administrativo que se sigue en su contra, pues se reitera, no existe explicación dentro de este trámite constitucional para que la UGPP no hubiera utilizado esa dirección para notificar la Resolución No.2018-20458 del 17 de julio de 2018.  Por tal razón, deberá corregirse ese actuar a través de este mecanismo constitucional, al encontrarse que para este caso particular le asiste razón al impugnante al señalar que no puede agotar la vía de la nulidad y restablecimiento del derecho, ya que no está atacando el contenido de la Resolución No. 2018-02458 del 16 de julio de 2018, sino la ausencia de debida notificación de la misma.

Por lo discurrido, esta Sala concluye que debe revocar la decisión de primera instancia y en su lugar se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso invocado por el apoderado judicial del representante legal de COYTEX S.A.S.  Consecuentemente, se ordenará a la Subdirección de Determinación de Obligaciones Dirección de Parafiscales de la UGPP, que  dentro de las 48 horas siguientes a la comunicación de este fallo, notifique en debida forma a la empresa COYTEX S.A.S. la Resolución No.2018-20458 del 17 de julio de 2018.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida el 26 de febrero de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, dentro de la acción tutela presentada por el apoderado judicial del representante legal de COYTEX S.A.S. 
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso invocado por el apoderado judicial del representante legal de COYTEX S.A.S. 

TERCERO: ORDENAR a la Subdirección de Determinación de Obligaciones Dirección de Parafiscales de la UGPP, que  dentro de las 48 horas siguientes a la comunicación de este fallo, notifique en debida forma a la empresa COYTEX S.A.S. la Resolución No.2018-20458 del 17 de julio de 2018.
CUARTO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Corte Constitucional, sentencia C-012 de 2013, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.





1

[image: image1.png]


